JURISPRUDENCIA

Ingresos brutos. Transporte interjurisdiccional de pasajeros. Subsidios estatales. Prestación de servicios de transferencia de know how y de asesoramiento técnico. Trenes de Buenos Aires S.A., T.F.A. (P.B.A.), 7/8/08.

AUTOS Y VISTOS: el Expte. administrativo 2306-47089, año 2003, caratulado: “Trenes de Buenos Aires S.A.”; y

RESULTANDO:

Que se inician las presentes actuaciones con el pedido de verificación y orden de inspección del cumplimiento de las obligaciones fiscales –F. R-269 V2, obrante a f. 1–, respecto del impuesto a los ingresos brutos a la firma “Trenes de Buenos Aires S.A.”, según P.A.F. 2003.

Que habiéndose detectado diferencias por el tributo a favor del Fisco provincial, a f. 876, se confiere al contribuyente el traslado previsto en el art. 39 del Código Fiscal (t.o. en 1999).

Que a fs. 879/882 el contribuyente manifiesta su disconformidad con el ajuste practicado.

Que como consecuencia de ello, producido el informe final de la inspección actuante, la Subdirección de Coordinación Operativa Metropolitana, dependiente de la Dirección Provincial de Rentas de la provincia de Buenos Aires, dicta la Res. 504/04 (fs. 907/913), por medio de la que declara iniciado el procedimiento determinativo y sumarial normado por el art. 102 del Código Fiscal (t.o. en 2004), por el impuesto sobre los ingresos brutos en los períodos fiscales 2002 (enero a diciembre) y 2003 (enero a marzo). Asimismo, ordena instruir sumario por la presunta Comisión de la Infracción prevista y penada en el art. 53 del mismo cuerpo legal y establece “prima facie” que configuran la calidad de responsables solidarios e ilimitados con la firma los Sres. Sergio Claudio Cirigliano, Marcelo Alberto Calderón, Mario Francisco Cirigliano, Camilo Daniel Gómez, José Manuel García, José Doce Portas, Oscar Gariboglio y Leonardo José Romani, notificándose dicho acto a la firma y a los presuntos responsables solidarios a fin de que formulen descargo y propongan las pruebas que hagan a sus derechos.

Que a fs. 1.003/1.010 los Sres. Mario Francisco Cirigliano, Marcelo Alberto Calderón y Camilo Daniel Gómez presentan descargo. A fs. 1.019/1.033 hace lo propio Jorge Alvarez en representación “Trenes de Buenos Aires S.A.”, al que adhieren los Sres. Sergio Claudio Cirigliano, Mario Francisco Cirigliano, Marcelo Alberto Calderón, Camilo Daniel Gómez, José Manuel García y Leonardo José Romani, unificando su personería en la firma. A fs. 1.125/1.126 presenta su descargo el Sr. José Doce Portas.

Que a fs. 1.149/1.168 la Subdirección interviniente dicta la Res. determinativa y sancionatoria 127/06, estableciendo las obligaciones fiscales de “Trenes de Buenos Aires S.A.” correspondientes al impuesto de ingresos brutos por los períodos fiscales 2002 (enero a diciembre) y 2003 (enero a marzo), por una diferencia en favor del Fisco que asciende a la suma de pesos tres millones doscientos setenta y siete mil trescientos sesenta y dos con cuarenta y siete centavos ($ 3.277.362,47). Asimismo, aplica al contribuyente una multa equivalente al diez por ciento (10%) del monto de la deuda reclamada por haberse constatado la Comisión de la Infracción prevista y penada por el art. 53 del Código Fiscal (t.o. en 2004), y establece –de acuerdo con lo normado por los arts. 18, 21 y 55 del citado Código– que responden en forma solidaria e ilimitada con el contribuyente de autos los Sres. Sergio Claudio Cirigliano, Marcelo Alberto Calderón, Mario Francisco Cirigliano, Camilo Daniel Gómez, José Manuel García, José Doce Portas, Oscar Gariboglio y Leonardo José Romani.

Que a fs. 1.276/1.317 el Sr. Jorge Alvarez en representación de “Trenes de Buenos Aires S.A.” y de los sujetos cuya responsabilidad solidaria e ilimitada ha sido establecida, conforme la unificación de personería materializada en las actuaciones, con el patrocino letrado de los Dres. Walter Andrés Iglesias y Nicolás Mihura Gradin, interpone recurso de apelación ante este Tribunal Fiscal.

Que a f. 1.373 el Departamento de Recursos y Representación Fiscal de la Dirección Provincial de Rentas eleva las actuaciones a esta instancia, de conformidad con las previsiones del art. 110 del Código Fiscal (t.o. en 2004).

Que a f. 1.382 se deja constancia que la presente causa ha quedado adjudicada a la Vocalía de la 9ª Nominación a cargo de la Dra. contadora Silvia Ester Hardoy, haciéndose saber que entenderá en la misma la Sala 3ra. del Cuerpo. Asimismo, se da impulso procesal a la causa y se intima a los apelantes al cumplimiento de la contribución establecida en el art. 12, inc. g), “in fine”, de la Ley 6.716. Por igual término se intima a los letrados intervinientes a que acrediten el pago del anticipo previsional a su cargo.

Que a f. 1.388 se tienen por cumplidas las intimaciones cursadas y se ordena dar traslado del recurso interpuesto a la representación fiscal para que conteste los agravios y, en su caso, oponga excepciones (art. 111 del Código Fiscal, t.o. en 2004). A fs. 1.389/1.394 se agrega el escrito de réplica.

Que a f. 1.401 se dispone como medida, para mejor proveer, requerir al apelante copia certificada del contrato de asesoramiento celebrado con Opportrans Metroviaria S.A. y de las actas de asamblea y Directorio confeccionadas desde el mes de enero de 2002 hasta el mes de setiembre de dicho año.

Que adjuntada por la recurrente la documentación solicitada, a fs. 1.499 se desestiman por innecesarias las medidas probatorias propuestas y se dispone el llamamiento de autos para sentencia, providencia que notificada a las partes mediante las cédulas agregadas a fs. 1.500/1.501 ha quedado consentida.

Y CONSIDERANDO:

I. Que al tiempo de interponer el recurso de apelación, el apelante solicita como primera cuestión que se disponga el archivo de las actuaciones. Ello por cuanto la cuestión ventilada en autos habría devenido en abstracta en virtud del proceso concursal de la firma y con ello el sometimiento de la autoridad de aplicación a la jurisdicción concursal.

Que en subsidio solicitan que se remita al Juzgado de Primera Instancia en lo Comercial Nº 9 de la Capital Federal, donde tramita el concurso preventivo de “Trenes de Buenos Aires S.A.” a fin de someter la causa a conocimiento y resolución de dicho órgano jurisdiccional.

Que en segundo lugar, plantea la ilegitimidad de pretender gravar la actividad de la firma con el impuesto a los ingresos brutos y con ello la inconstitucionalidad del gravamen, por contrariar el régimen de co-participación federal. En tal sentido, expresa que las tarifas vigentes al tiempo del ajuste no contemplaban la incidencia del gravamen, máxime cuando dichas tarifas debieron ser subsidiadas por el Estado nacional. Señala que la imposición provincial sobre una actividad que es ejercida por una concesión federal, en el marco de la Ley 2.873 y que cuenta con un subsidio de la Nación para hacerle viable, constituye una clara interferencia en el cumplimiento de los fines de utilidad pública de este establecimiento federal, contradiciendo lo dispuesto en el inc. 30 del art. 75 de la Constitución federal.

Que en otro orden, plantea que no corresponde la inclusión en la base imponible del impuesto los denominados “ingresos por compensaciones indemnizatorias no tarifarias” por encontrarse expresamente excluidas, en virtud de lo dispuesto por el art. 162, inc. d), del Código Fiscal, de conformidad con el texto introducido por el art. 52 de la Ley 13.404. Agrega que tal disposición resulta de aplicación retroactiva a todas las obligaciones no prescriptas nacidas con anterioridad a la entrada en vigencia de la ley citada, incluyendo a las obligaciones objeto de la determinación apelada.

Que en tercer lugar sostiene que resultaba improcedente la aplicación durante el año 2002 de la alícuota agravada en un treinta por ciento (30%) prevista en el art. 36 de la Ley 12.727 para el año 2001. Expresa que este incremento se refirió a determinadas actividades que quedaron sin efecto a partir del mes de enero de 2002, como consecuencia de la pérdida de vigencia del citado artículo. Ello así, en la medida que la norma citada hacía referencia a las alícuotas establecidas por los arts. 11 y 12 de la Ley 12.576, cuya vigencia fue sustituida por la Ley 12.879. Por su parte, la sanción de la Ley 13.003 (Impositiva para el año 2003) no puede resultar de aplicación retroactiva al año 2002.

Que en cuarto lugar, manifiesta la improcedencia de considerar como “ingresos por exportación de servicios” a las sumas pagadas por la empresa brasilera Opportrans, toda vez que se trata de servicios prestados en el exterior. Agrega que la provincia de Buenos Aires carece de potestades tributarias para gravar dichos ingresos, en virtud de lo dispuesto por el art. 9 de la Ley 23.548, de la Ley de Co-participación Federal y de los arts. 4; 75, inc. 1; y 13 de la Constitución Nacional.

Que en otro orden respecto de los intereses cuya aplicación se pretende, que no proceden sino hasta el límite establecido por el art. 19 de la Ley 24.522. Expresa que las tasas de interés establecidas por el Código Fiscal tienen validez y razonabilidad cuando son aplicados en plazos breves y sin capitalización o acumulación, adicionado que cuando éstas mutan su naturaleza pueden llegar a tornarse confiscatorias o inconstitucionales.

Que respecto de la sanción por omisión impuesta, sostiene su inaplicabilidad, tanto porque no cabe considerar la existencia de impuesto omitido en autos, sino además por la ausencia de dolo y culpa en su accionar. Invoca la eximente del error excusable de derecho debido a la complejidad de la cuestión.

Que finalmente se agravia de la responsabilidad solidaria endilgada, atento a que el Código Fiscal contraría la legislación nacional de fondo según la cual los directores de una sociedad anónima no responden ante terceros en la medida que su conducta sea la de “un buen hombre de negocios” (arts. 59 y 274 de la Ley 19.550). Manifiesta que tal responsabilidad sólo podría ser admitida como sanción, cuando sea reprochable –tanto objetiva como subjetivamente– la conducta de los directores, cuestión que no acontece en autos, dado el desempeño regular de los mismos. Agrega que sólo algunos de ellos ocuparon cargos en la empresa durante los períodos ajustados, con lo cual no puede imputárseles responsabilidad alguna.

Que por todo lo expuesto, solicita la revocación de la resolución impugnada.

II. Que a su turno, la representación fiscal, luego de resumir los antecedentes del caso y los agravios de la recurrente, señala respecto a la remisión de las actuaciones al Juzgado de Primera Instancia en lo Comercial Nº 9 que dicha medida no se encuentra contemplada en el Código Fiscal, ni en ninguna norma aplicable al caso planteado. Expresa que de los dichos del propio apelante y de las constancias de autos surge que el juez del concurso no admitió el crédito fiscal objeto de la presente, por no haberse agotado el procedimiento en trámite. Por dicho motivo la causa debe continuar hasta la obtención de un pronunciamiento. Asimismo, recuerda que no existe Fuero de Atracción al proceso universal en los términos de la Ley 24.522, el cual sólo alcanza a las causas judiciales de contenido patrimonial. Cita jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia al respecto.

Que, asimismo, la solidaridad tributaria de los dirigentes societarios obliga a la conclusión de las presentes actuaciones, en la medida que los mismos no se encuentran afectados por el estado de cesación de pagos de la firma. El Código Fiscal establece en el art. 18 la responsabilidad solidaria con relación a determinados sujetos que se encuentran obligados al pago del gravamen, recargos e intereses, en la misma forma y oportunidad que el propio contribuyente. Por su parte, el art. 21 del citado Código dispone que para hacer efectiva la responsabilidad solidaria e ilimitada de los sujetos el proceso debe promoverse contra todos los responsables, debiendo extenderse los procedimientos administrativos a todos los involucrados. Consecuentemente, aún cuando el crédito haya sido verificado en su totalidad o rechazado, resulta viable el reclamo frente a los deudores solidarios excepto que se haya abonado la deuda tributaria en el concurso, dado que una vez satisfecha la obligación por uno de los obligados solidariamente la misma se extingue respecto de todos. Cita jurisprudencia de este Cuerpo respecto del tópico.

Que en referencia a la declaración de inconstitucionalidad peticionada con relación al impuesto sobre los ingresos brutos, señala que el art. 12 del Código Fiscal prohíbe expresamente a este Tribunal emitir un pronunciamiento de las características del solicitado.

Que respecto a la contradicción con la Ley 23.548 cita jurisprudencia de este Cuerpo que sostuvo que el hecho de que en materia de transporte de personas las tarifas sean aprobadas por el Gobierno nacional y que ello pudiere impedir trasladar el gravamen al precio, no importa una superposición con el impuesto ni colisiona con el régimen de co-participación federal de impuestos.

Que en cuanto a los restantes agravios planteados hace suyos y da por reproducidos los Considerandos del acto apelado. No obstante ello, manifiesta le asiste razón al recurrente en cuanto a la exclusión en la base imponible del impuesto sobre los ingresos brutos de las subvenciones dadas por el Estado nacional debido a las modificaciones legislativas y a su vigencia temporal.

Que con relación al incremento del treinta por ciento (30%) de la alícuota, como derivación de lo dispuesto por el art. 36 de la Ley 12.727, entiende que la intención del legislador fue mantener dicha norma mientras durara el proceso de reforma y reestructuración del tributo en los términos del acuerdo para el crecimiento, el mejoramiento de la competitividad de la economía, la preservación del crédito público y el equilibrio fiscal celebrado el 10/4/01. La Ley 13.003 sólo postuló una continuidad que se encontraba prevista desde la sanción de la Ley 12.727. En sentido análogo se expidió la Asesoría General de Gobierno, mediante el dictamen de fecha 18/10/02, emitido en el marco del Expte. 2306-350040/02. Asimismo, señala que para establecer los requisitos por los cuales el contribuyente se encuentra involucrado en el aumento expresa que el legislador tomó en cuenta el monto del impuesto total para el período fiscal 2000, como pauta cuantitativa del universo de los alcanzados por el monto del impuesto, fijando como límite la finalización del proceso de reforma.

Que en relación a la exportación del servicio se remite al Informe D.T.T. 145/03 citado en el acto apelado. Manifiesta que la agraviada asume la titularidad de la relación laboral con el personal que envía a la firma Opportrans Concessao Metroviaria S.A. ubicada en Brasil, motivo por el cual, según surge de los recibos de sueldos obrantes en autos, es la única responsable por el pago de las remuneraciones en carácter de empleadora desde la fecha de ingreso del personal enviado producida entre los años 1997 y 1999. Agrega que el personal enviado forma parte de la nómina permanente de la recurrente, por lo que no existe gasto recuperable de la firma ubicada en Brasil siendo la única obligada al pago de los sueldos “Trenes de Buenos Aires S.A.”. Asimismo, advierte que las sumas que recibe la misma por la empresa de Brasil resultan una retribución de la actividad ejercida, sin importar si dichos montos dinerarios los utiliza o no para el pago de los sueldos del referido personal debido a que es una cuestión discrecional como la empresa utiliza los ingresos que percibe.

Que cita jurisprudencia de este Tribunal que ha resuelto que en materia de determinaciones impositivas de oficio, rigen para la carga de la prueba reglas distintas a las comunes, siendo carga del impugnante suministrar la prueba que haga a su derecho.

Que respecto al agravio referido a los intereses expresa que –sin perjuicio de la prohibición establecida por el art. 12 del Código Fiscal citado– la provincia de Buenos Aires está ampliamente facultada para regular en sus propias normas tributarias la materia, por no haber sido ésta delegada a la Nación.

Que en lo relativo a la multa hace propia la jurisprudencia de esta Sala que sostuvo que el tipo infraccional atribuido consiste en no pagar o en pagar en menos un tributo, identificándose esa conducta como culposa en sentido estricto. Por su parte, manifiesta que el error excusable invocado por la firma es improcedente por cuanto no ha probado su imposibilidad en el cumplimiento de su obligación. Sostiene en el sub judice no cabe sostener la dispensa de sanción aludida, atento a que pudo haber hecho uso del instituto de la consulta prevista en el Tít. V del Código Fiscal.

Que respecto de los responsables solidarios expresa que la autoridad de aplicación partió de su calidad de integrantes del órgano de administración en cada uno de los períodos ajustados, máxime cuando los directores no demuestran que el impuesto se ha generado respecto de hechos o situaciones para los que no estaban facultados, que han sido colocados en la imposibilidad de cumplir, que no ha existido impuesto a cargo del representado, o que existiendo procede alguna exención o exculpación. Además, en lo relativo a la prevalencia de la legislación nacional frente al Código Fiscal, establece que, en virtud de los arts. 5, 121 y 122 de la Constitución Nacional, es deber de las autoridades administrativas y judiciales aplicar su propia legislación autónoma sobre el tema en particular 

Que por todo lo expuesto solicita se desestimen los agravios en su totalidad y se confirme la resolución recurrida.

III. Voto de la Dra. contadora Silvia Ester Hardoy: que tal como han quedado delineadas las cuestiones a resolver debe primeramente tratarse la cuestión que deja planteada el recurrente, solicitando el inmediato archivo de las presentes actuaciones, dado que su conclusión habría devenido abstracta en virtud del proceso concursal de “Trenes de Buenos Aires S.A.” subsidiariamente, solicita la remisión de las actuaciones al Juzgado en el que tramita dicho concurso preventivo, a fin de someter la causa a conocimiento y resolución de aquél, toda vez que el mismo ejerce el Fuero de Atracción consagrado en el art. 21 de la Ley 24.522.

Que en ese orden, corresponde recordar que la solicitud de concurso preventivo por parte de los contribuyentes no invalida la potestad de la autoridad de aplicación para determinar los tributos cuya recaudación se encuentre a su cargo. Tal como lo ha sostenido reiteradamente esta Sala (ver por todas “Los Reseros S.A.”, sentencia del 6 de abril de 2006, Registro 835) la determinación de oficio de las obligaciones fiscales tiene por objeto revelar la existencia y magnitud de una obligación ya nacida. Al respecto, el Tribunal Fiscal de la Nación, Sala A, in re: “Brutti Angel César”, de fecha 2/5/02, sostuvo que “... cabe recordar que la doctrina ha definido a la determinación tributaria como el acto o conjunto de actos emanados de la administración, de los particulares o de ambos coordinadamente, dirigidos a establecer en cada caso particular la configuración del presupuesto de hecho, la medida de lo imponible y el alcance cuantitativo de la obligación tributaria (cfr. Gianinni A. ‘Instituciones de derecho tributario’, pág. 170). De la lectura de la definición de Gianinni se desprende que la finalidad de la determinación es pasar de la base imponible abstractamente definida por la ley reguladora de un tributo a la base concreta e individualizada, haciendo desaparecer esa situación de incertidumbre inicial que el acreedor posee sobre la existencia y dimensión de la obligación impositiva (...). Por otra parte, es menester tener en cuenta, tal como la doctrina lo ha expuesto, que la declaración de quiebra no suspende ni impide la sustanciación de los trámites tendientes a la determinación y, en su caso, a la controversia tributaria (cfr. Tarantino Jacinto R., ‘Efectos de la quiebra en el derecho tributario argentino’, Universidad Nacional de Córdoba, pág. 47)”.

Que la facultad otorgada al Fisco para la determinación de oficio de las obligaciones fiscales se encuentra regulada en el Código Fiscal –t.o. en 2004 y cs. de años anteriores–, arts. 37 y 101, sosteniendo el primero que “La autoridad de aplicación podrá verificar las declaraciones juradas y los datos que el contribuyente o responsable hubiere aportado para las liquidaciones administrativas, a fin de comprobar su exactitud. Cuando el contribuyente o responsable no hubiere presentado declaración jurada o la misma resultare inexacta, por falsedad o error en los datos o errónea aplicación de las normas fiscales o en el caso de liquidación administrativa mencionada en el art. 35, la autoridad de aplicación determinará de oficio la obligación fiscal, sobre base cierta o presunta”, estableciendo el art. 101 que “El monto de las obligaciones fiscales de los contribuyentes y demás responsables, cuando ella no sea declarada o las declaraciones juradas presentadas por los contribuyentes sean impugnables por no ajustarse a derecho, será establecido por la autoridad de aplicación a través del procedimiento de determinación de oficio”, el cual se encuentra regulado por el art. 102. Se observa, pues, que la autoridad de aplicación aplicó correctamente las normas citadas, determinando las obligaciones fiscales del contribuyente por los períodos indicados, siendo indistinto para este Cuerpo la presunta verificación –de las sumas resultantes de la determinación operada– en el proceso falencial, toda vez que es facultad reservada a este Tribunal evaluar si la pretensión fiscal luce ajustada a derecho –cfr. art. 104, inc. b), del Código Fiscal –t.o. en 2004–, art. 1, de la Ley 7.603 y modificatorias–.

Que en un caso análogo al presente y al resolver un conflicto negativo de competencia –con relación al Fuero de Atracción respecto de la determinación de las obligaciones fiscales regidas por la Ley 11.683– la Corte Suprema de Justicia Nacional sostuvo que “... en el presente caso no se ha deducido acción alguna contra el fallido o el concurso, ni se ha promovido ejecución sobre la base del invocado crédito fiscal, pues se trata de actuaciones iniciadas por el síndico, por medio de las que cuestiona una determinación impositiva. Para todo ello la ley ha previsto, de manera específica, un procedimiento y un órgano de decisión (arts. 78, 147, 151, 154, 155, 166 y cs. de la Ley 11.683) y la posibilidad de apelar ante Tribunales del poder judicial nacional (arts. 174 y 177 de la citada ley y art. 4 de la Ley 21.628). Que lo señalado en los Considerandos precedentes lleva a concluir en la incompetencia del Tribunal de la quiebra para entender en estos actuados, los que deberán seguir tramitando ante el órgano jurisdiccional que es Tribunal de alzada de las decisiones del Tribunal Fiscal de la Nación” (in re: “Hilandería Lujan S.A.”, de fecha 30/9/86, Fallos 308:1.856). Como ha sido expuesto recientemente por la Suprema Corte de Justicia de la provincia de Buenos Aires (voto del Dr. Hitters, en autos “Danessa Juan Carlos c/Supermercados C.L.C. S.A. y Otros. Indemnización por despido y Otros”, de fecha 14/12/05, Causa L. 89.413) con referencia al Fuero de Atracción de los concursos respecto de las demandas laborales, “He sostenido reiteradamente (B. 58.634, sentencia del 12/IX/01; Ac. 85.566, sentencia del 25/VII/02; L. 75.144, sentencia del 26/II/03; Ac. 86.221, resolución del 19/III/03; Ac. 86.648, resolución del 27/VIII/03; Ac. 89.988, resolución del 1/III/04; Ac. 91.478, sentencia del 5/V/04, entre muchos otros), que corresponde brindar acatamiento a las doctrinas de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, ya por su carácter atrapante en los tópicos federales en tanto último y más genuino intérprete de la ‘Lex maxima’ (Bidart Campos Germán, ‘El control de constitucionalidad de oficio en sede provincial’, Revista ‘El derecho’, T. 100, pág. 633), ya por la vinculación moral para los demás judicantes en las cuestiones no federales, sobre la base de los principios de celeridad y economía procesal”.

Que a mayor abundamiento la Corte Suprema de Justicia Nacional sostuvo –en un fallo más reciente y encontrándose vigente la Ley 24.522– que “... en aquellos casos donde una causa se encuentra con apelación consentida ante un Tribunal de alzada, es éste quien debe intervenir en los recursos pendientes; sin perjuicio de la ulterior remisión al juez que finalmente corresponda seguir entendiendo en el proceso (v. Fallos 301:514; 310:735; 320:1.348) (...) el Fuero de Atracción sólo podría operar después de la intervención del Tribunal de alzada, y en el supuesto de que éste confirmara la sentencia ya dictada, se habilitaría el Fuero de Atracción y correspondería remitir el juicio al Tribunal del concurso” (en autos “Gauchat” de fecha 3/7/03, D.J. 2003-3, 1175 –La Ley 2003-F, 696–, del dictamen del procurador que la Corte hace suyo). Agregando el Máximo Tribunal con posterioridad que “El Fuero de Atracción que ejerce el concurso preventivo respecto de una acreencia reclamada por el ente fiscal –D.G.I.– sólo podría operar después de la intervención del Tribunal de alzada y, en el supuesto de que éste confirmara la sentencia ya dictada, correspondería remitir el juicio al Tribunal del concurso (in re: “Fideera Atlántica S.R.L. c/Administración Fed. de Ingresos Públicos”, de fecha 3/8/4, publicada en D.T. 2005 –enero–, 83 - IMP 2005-3, 579, del dictamen del procurador fiscal que la Corte hace suyo). Este criterio es compartido por esta Sala en autos “Huayqui S.A.” (de fecha 7/11/05; así también, T.F.N., Sala A, in re, “Aconquija Televisora Satelital S.R.L.”, de fecha 11/5/05) por distintos fundamentos, a los cuales nos remitimos brevitatis causae.

Que en nada modifica lo antes expuesto la circunstancia que el acreedor haya insinuado su crédito en el proceso falencial, en la medida que no exista un pronunciamiento judicial firme que implique la configuración de “cosa juzgada” material.

Que también se ha establecido que “siendo que el Fuero de Atracción de todo proceso concursal –ya sea preventivo o liquidativo– rige respecto de aquellas acciones judiciales de contenido patrimonial en los cuales el concursado resulta demandado, como un modo de concentrar las causas ante el juez del proceso universal, donde se convoca a todos los acreedores (arts. 21 y 13, Ley 24.522), no cabe suspender el trámite administrativo originado por hechos u omisiones acaecidos antes del decreto de falencia”... y que “... No debe perderse de vista que la Ley de Concursos impide que se realicen procesos de ejecución fuera del concurso, pero no veda al organismo competente –en el caso D.G.I.– la determinación de obligaciones tributarias de causa o título anterior” ... (Cámara de Apelaciones en lo Civil y Comercial, Sala 2, del Departamento Judicial Quilmes, RSD -104-1, sentencia del 12/6/01, autos “Fisco Nacional (A.F.I.P.) s/incidente de verificación de crédito). Con sustento en los antecedentes citados esta Sala en autos “Trenes de Buenos Aires S.A.” de fecha 10/11/05 y “Huayqui S.A. de Construcciones” del 7/11/05”, sostuvo que dicha doctrina judicial resulta plenamente aplicable al sub lite en la medida que el Código Fiscal prevé, al igual que la Ley nacional 11.683, un procedimiento recursivo especial contra las resoluciones de la Dirección Provincial de Rentas que determinen gravámenes, impongan multas, liquiden intereses, rechacen repeticiones de impuestos y denieguen exenciones. Por su parte, el art. 21 de la Ley 24.522 expresamente se refiere a “juicios” en relación a trámite jurisdiccionales y a cualquier actuación administrativa, aunque en la misma deban cumplirse funciones jurisdiccionales, por cuanto cabe rechazar la petición formulada (“Giac Gas S.A.”, Sala III, Registro 1.020, de fecha 28/11/06); lo que así se declara.

Que no corresponde sostener, como afirma el contribuyente, que el Fisco pretende una persecución múltiple en procura de un mismo tributo. En primer lugar –como fuera expuesto “ut supra”– no existe deuda líquida y exigible al encontrarse recurrida la resolución determinativa ante este Cuerpo, imposibilitando la verificación del crédito en cuestión –lo cual acarrearía la múltiple persecución en procura de un mismo supuesto tributo–. En segundo lugar, como fuera expuesto precedentemente, el procedimiento de determinación de oficio de las obligaciones fiscales está previsto exclusivamente en el Código Fiscal, correspondiendo a este Tribunal establecer si la pretensión fiscal es ajustada a derecho, en caso de existir un recurso de apelación interpuesto por el contribuyente o los responsables, careciendo de relevancia –a los efectos del pronunciamiento de este Tribunal– la presentación de la autoridad de aplicación en el proceso falencial. Lo indicado excluye la posible “persecución múltiple en procura de un mismo supuesto tributo” alegada por el contribuyente.

Que conforme lo expuesto, corresponde rechazar el agravio planteado por el recurrente; que así se declara.

Que sentado ello, corresponde adentrarse al análisis y resolución de los restantes agravios expuestos por el apelante. En ese orden, se plantea como primera cuestión la imposibilidad del Fisco provincial de gravar la actividad del contribuyente, toda vez que las tarifas vigentes durantes los períodos objeto de ajuste no contemplarían la incidencia del impuesto sobre los ingresos brutos.

Que en tal sentido, y toda vez que la cuestión debatida en autos resulta análoga a la resuelta en otros casos similares, cabe adelantar que la presente transitará por idénticos fundamentos a los oportunamente expuestos.

Que en cuanto a la gravabilidad del transporte interjurisdiccional de pasajeros, y no obstante que el planteo del apelante cuestione la constitucionalidad de las normas tributarias provinciales, cuestión que excede la competencia de este Cuerpo (art. 12 del Código Fiscal vigente y 14 del Dto.-Ley 7.603/70), tal como se anticipara precedentemente la cuestión central a resolver se vincula con la calidad de contribuyente cuya procedencia se ataca, en virtud que ello resultaría contrario a la “cláusula comercial”. Y esto así, debemos adelantar que la solución que se propicia para el caso no ha de diferir con aquella que la Sala I de este Tribunal ha puesto de manifiesto en la sentencia dictada en autos “Río de La Plata S.A. Transporte de Pasajeros” del 18 de marzo de 2004 y la que a su vez refleja la reiterada posición del Cuerpo y particularmente de esta Sala acerca del tópico (ver más recientemente esta Sala, in re, “Transporte Metropolitano General Roca” y “Transp. Metrop. Belgrano Sur S.A.”, ambas del 5/6/07, entre otros).

Que ello obliga a señalar que la mentada “cláusula comercial”, al encomendar al Congreso Nacional la regulación del comercio interjurisdiccional, no cancela potestades impositivas de las jurisdicciones a las que –a su vez– se les reserva en plenitud todo el poder no delegado por la Constitución al Gobierno federal (art. 104, C.N.).

Que está claro que los arts. 9, 10, 11, 12, 67, inc. 12, y 108 de la Constitución Nacional (texto anterior a la reforma de 1994), “no fueron concebidos para invalidar absolutamente todos los tributos locales que inciden sobre el comercio interprovincial, reconociendo a éste una inmunidad o privilegio que lo libere de la potestad de imposición general que corresponde a las provincias ... La protección que dichos preceptos acuerdan sólo alcanza, pues, a preservar el comercio interprovincial de los gravámenes discriminatorios, de la superposición de tributos locales y de aquellos que encarezcan su desenvolvimiento al extremo de dificultar o impedir la libre circulación territorial ...”. (Conf. “Transportes Vidal S.A. c/provincia de Mendoza”, C.S., “Fallos” 306:516, Considerando 10). Que dicho alcance se corresponde con el que es dable atribuir al art. 67, inc. 27, de la Constitución Nacional (texto anterior a la reforma de 1994) en cuanto reserva al Congreso Nacional legislar con exclusividad en materia de establecimientos de utilidad nacional “lo que no pueden hacer las provincias es entorpecer las políticas nacionales actuando discriminatoriamente, de modo tal que el gravamen que emana de la jurisdicción provincial constituya un obstáculo real y efectivo que condiciona, menoscaba o impide la consecución de los fines propios del establecimiento de utilidad nacional” (T.F.A. –B.A.–, sentencia del 8 de junio de 1987 en “Nuclar S.A.”; sentencia del 31 de mayo de 1988 en “La Estrella S.A.”, entre otras).

Que como señala Bulit Goñi (“El transporte interjurisdiccional de pasajeros y el impuesto sobre los ingresos brutos: un fallo sorpresivo que desnaturaliza la estructura federal”, en Rev. “La información”, T. LV, pág. 54) ambas normas han sido históricamente motivo de una interpretación simétrica por nuestra doctrina constitucional, otorgando prioridad a la atribución nacional como instrumento para la consolidación de la unidad buscada, pero preservando en plenitud la potestad local hasta el punto en que su ejercicio comprometa en modo cierto aquella finalidad superior, normas éstas que son parte de un sistema que también integra el art. 67, inc. 16, de la Constitución Nacional, que posibilita a la Nación, a través del Congreso, precisar aquello que estime necesario para asegurar la función nacional superior (el artículo de la Constitución Nacional mencionado se corresponde con aquel previsto en el texto anterior a la reforma de 1994).

Que en este marco, la cuestión se circunscribe a establecer en qué medida el impuesto local de que se trata, al gravar la actividad de la firma de autos por el servicio de transporte interjurisdiccional de pasajeros, afecta la “cláusula comercial” por encarecer su desenvolvimiento, y si lo encarece al extremo de dificultar o impedir la libre circulación territorial por la sola circunstancia que ha sido invocada.

Que en este sentido, se advierte en cuanto a lo que aquí interesa que el apelante no ha intentado demostrar que la incidencia del impuesto sobre los ingresos brutos no se encuentre contemplado en la tarifa oficial del transporte urbano y suburbano de pasajeros, resultando ello independiente que la fijación de la misma sea realizada en forma unilateral por el Estado nacional. Obviamente tampoco dicha circunstancia puede ser razonablemente deducida de la circunstancia que el propio Estado nacional otorgue compensaciones tarifarias para cubrir los costos esenciales del servicio.

Que la resolución que se propicia implica en modo alguno hacer valer cualquier cambio en el criterio jurisprudencial del Máximo Tribunal federal, sino que por el contrario impone el mantenimiento de la doctrina de ese Cuerpo, sostenida desde el precedente de “Aerolíneas Argentinas S.E. c/provincia de Buenos Aires s/repetición” (Fallos 308:2.153).

Que tampoco corresponde analizar el agravio introducido respecto al cuestionamiento acerca de que el gravamen controvertido avanza en forma confiscatoria sobre la rentabilidad del apelante, con el menoscabo a su derecho de propiedad, siendo que tal como se configura el caso no resulta la órbita provincial el ámbito procedente para realizar cualquier planteo al respecto, en la medida que las tarifas del transporte son fijadas por el Gobierno nacional y éste, por intermedio de las dependencias específicas, debió ponderar dentro de la estructura de costos del servicio la incidencia de los tributos provinciales que gravan la actividad.

Que a mayor abundamiento la Corte federal ha dicho, in re, “Vía Bariloche S.R.L. c/Misiones, provincia de s/acción declarativa de inconstitucionalidad”, que “... como lo tiene establecido constante jurisprudencia del Tribunal, las disposiciones contenidas en los arts. 9, 10, 11, 12, 67, inc. 12, y 108 de la Constitución ... no niegan de manera absoluta la aptitud impositiva local para gravar el comercio interprovincial reconociendo así a éste una inmunidad o privilegio que lo libere de la potestad de imposición general que corresponde a las provincias sino que la protección que dichas normas acuerdan sólo alcanza a preservarlo de los gravámenes discriminatorios, de la superposición de tributos locales y de aquellos que encarezcan su desenvolvimiento al extremo de dificultar o impedir la libre circulación territorial (Fallos 306:516; Considerando 10 y sus citas). Por tal razón, en determinados casos, se admitió el ejercicio del poder tributario provincial en la materia (Fallos 306:516; 308:2.153; 310:1.602; 321:2.517) (Considerando 3).

Que en otro orden, toda vez que reiteradamente la jurisprudencia ha considerado a los establecimientos ferroviarios como de utilidad nacional, debe recordarse que el inc. 30 del art. 75 de la Constitución Nacional, tal como sostuvo la Sala II de este Cuerpo, in re, “Transportes Metropolitanos Belgrano Sur S.A.” y “Transportes Metropolitanos San Martín S.A.”, del 7/8/03 y 5/12/02, respectivamente, posee las siguientes implicancias: “a) la jurisdicción de las provincias en los lugares donde se establecen obras de utilidad nacional no queda excluida en absoluto, sino sólo en cuanto interfiera directa o indirectamente la satisfacción del servicio de interés público que requiere el establecimiento nacional (Fallos v. 259, pág. 413; 262, pág. 186); b) con arreglo a esa premisa, cabe concluir que la adquisición por el Gobierno federal de lugares en las provincias con destino a establecimientos de utilidad nacional no significa la federalización de aquellos y que, en consecuencia, la jurisdicción aneja a la legislación exclusiva que reconoce el precepto constitucional se limita a la materia específica del establecimiento creado, sin afectar en lo demás la potestad política de la provincia dentro de cuyos límites continúa el lugar cedido; c) no se puede sostener la federalización o de otro modo la pérdida de jurisdicción de las provincias en los lugares cedidos a la Nación, la que solo puede operarse mediante una concreta expresión de voluntad de aquella, ajustada en un todo a sus respectivas constituciones; y d) la precedente conclusión se refuerza aún más en el caso de la provincia de Buenos Aires, puesto que a su respecto, no podría argüirse que su constitución no puede alterar la prelación sancionada por el art. 31 de la Constitución Nacional, porque para ella se hizo la salvedad de quedar subsistentes las condiciones fijadas en el Pacto del 11 de noviembre de 1859 (arts. 31 y 104; actuales 31 y 121), y por su art. 3 (idem actual) se le garantizó la integridad de su territorio, que no podrá ser dividido sin el consentimiento de su legislatura. Asimismo, tanto la Suprema Corte de Justicia bonaerense como este Tribunal Fiscal de Apelación, se han manifestado fieles a la doctrina de los poderes concurrentes (E.D. T. 62, págs. 398 y ss.). Que tal solución es, por lo demás, la adoptada a través del inc. 30 del art. 75, por la Convención reformadora de 1994 (vigente a partir del 24/8/94; conf. “Disposición transitoria decimosexta”; B.O.: 23/8/94 – R.A.). En efecto, el nuevo texto constitucional expresa que corresponde al Congreso: “Ejercer una legislación exclusiva en el territorio de la capital de la Nación y dictar la legislación necesaria para el cumplimiento de los fines específicos de los establecimientos de utilidad nacional en el territorio de la República. Las autoridades provinciales y municipales conservarán los poderes de policía e imposición sobre estos establecimientos, en tanto no interfieran en el cumplimiento de aquellos fines”. Una de las modificaciones esenciales consistió en el reemplazo de la expresión “legislación exclusiva” por “legislación necesaria”, al referirse a establecimientos de utilidad nacional, con lo cual viene a convalidar la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, vigente al producirse la reforma de 1994. De modo entonces que el Congreso Nacional podrá sancionar las leyes “necesarias” para el correcto desenvolvimiento del establecimiento; el resto es competencia de las provincias. Que, ello así, esta Sala se pronuncia por la doctrina que sostiene la potestad impositiva provincial en aquellos lugares que el Estado nacional adquiere por compra o cesión en las provincias, en tanto no afecten las específicas finalidades del establecimiento nacional. Que, en consecuencia, es menester consignar que en materia tributaria son constitucionalmente legítimos los gravámenes locales que aún afectando actividades desarrolladas en la zona declarada de privilegio no interfieran en el objeto básico del establecimiento de “interés nacional”. Este último principio ha sido aplicado por la Corte tanto cuando se pronunció por la improcedencia de un gravamen local (“Sade c/provincia de Santa Cruz”, E.D. v. 76, pág. 394), como cuando se inclinó por su validez (“Cía. Swift de La Plata c/pcia. de Buenos Aires”, E.D. v. 78, pág. 169), habiendo sido reiterada en la causa “Montarsa Montajes Argentinos S.A. c/provincia de Neuquén”, 30/10/80, E.D. v. 91, f. 33.818). A los efectos de tener por configurada la interferencia de las normas locales en la satisfacción de los fines de interés nacional –se precisó en el citado precedente– es menester que la legislación provincial recaiga, afecte o incida directamente sobre el objeto mismo de utilidad nacional del establecimiento. Ello así, en el caso que aquí nos ocupa parece claro que la imposición del gravamen sobre los ingresos brutos o del impuesto de sellos, por la actividad que la recurrente desarrolla, no menoscaba en forma directa su objeto básico. (Conf. esta Sala, in re, “Ferrovías S.A.”, sentencia del 26/10/06, Registro 1.005).

Que por su parte tampoco puede desconocerse que el contribuyente de marras viene tributando el gravamen conforme las normas del Convenio Multilateral, derivándose de ello que no ha impugnado su calidad de sujeto pasivo del impuesto que nos ocupa, sin perjuicio de los cuestionamientos que se articulan acerca del encuadre de la actividad desarrollada y los efectos derivados de dicha naturaleza en lo relativo a los regímenes de distribución de base imponible previstos en el Convenio Multilateral.

Que habida cuenta de lo expuesto y a mérito de las citas jurisprudenciales consignadas, debe concluirse que el agravio traído debe ser desestimado, lo que así se declara.

Que con relación a la invocada exclusión de la base imponible del tributo de las subvenciones recibidas por el contribuyente del Estado nacional, la representación fiscal ha manifestado en su contestación que la modificación legislativa operada por medio de la Ley 13.404 –art. 52, inc. 2, al art. 162, inc. d), del Código Fiscal (t.o. en 2004 y cs. anteriores)– y su alcance a todas las obligaciones no prescriptas que hubieran nacido con anterioridad a la vigencia de esa reforma (conf. art. 66, Ley 13.404), determina la admisión de tal planteo.

Que en tal sentido, la nueva redacción del art. 162, inc. d), establece que no integran la base imponible: “Los subsidios y subvenciones que otorgue el Estado nacional, las provincias y las municipalidades, incluidas las sumas de dinero que destinen a evitar o atenuar los incrementos en las tarifas de servicios públicos”. De ese modo se puso fin a la controversia existente acerca si estos ingresos recibidos por los contribuyentes resultaban alcanzados por el gravamen de marras.

Que por su parte, la autoridad de aplicación ha reconocido –criterio que es reiterado por su representación en esta instancia– que los pagos de las genéricamente denominadas “subvenciones” recibidos por la firma recurrente obedeció a la finalidad prevista normativamente, es decir evitar o atenuar los incrementos de tarifas en materia de servicios públicos.

Que frente a ello, toda vez que dicha alegación importa un allanamiento respecto del agravio articulado por la parte y no existiendo ninguna razón plausible para que la Sala se aparte de tal temperamento, corresponde hacer lugar el agravio traído y revocar parcialmente el art. 4 de la Res. 127/06 dictada por la Subdirección de Coordinación Operativa Metropolitana de la Dirección Provincial de Rentas, en lo que se relaciona a la incorporación de los montos correspondientes a los subsidios abonados al contribuyente por el Estado nacional, en las bases imponibles del impuesto sobre los ingresos brutos por los períodos objeto de autos, respecto de la actividad “Servicio de transporte urbano y suburbano de pasajeros” (NAIBB 601210), lo que así se declara.

Que con relación al agravio impetrado acerca de la inaplicabilidad del incremento alicuotario establecido por el art. 36 de la Ley 12.727, a los fines de la liquidación de tributo en el período fiscal 2002, debe adelantar que nuestra postura resulta conteste con la sostenida por el Dr. Lapine, integrante de la Sala II de este Tribunal, in re, “El Chivo S.A.” (sentencia del 4/9/07, Registro 729). En ese orden, debe recordarse que la mencionada ley estableció –en lo que aquí interesa– en el art. 36: “Increméntase en un treinta por ciento (30%) las alícuotas previstas en los incs. a), b) y d) del art. 11 y el art. 12, ambos de la Ley 12.576. Lo dispuesto en el párrafo anterior será aplicable a los contribuyentes cuyo monto del impuesto total para el período fiscal 2000 resulte superior a pesos doscientos mil ($ 200.000) y regirá a partir del anticipo con vencimiento durante el mes de agosto de 2001 y hasta la finalización del proceso de reforma y reestructuración del impuesto sobre los ingresos brutos en los términos del ‘Acuerdo para el crecimiento, el mejoramiento de la competitividad de la economía, la preservación del crédito público y el equilibrio fiscal, celebrado con el Gobierno nacional el 10/04/01’”. (El destacado no obra en el original).
Que tal como fácilmente puede colegirse la parte destacada de la norma –conforme la transcripción realizada– es la que proporciona una estipulación concreta respecto de la vigencia (aspecto temporal) del mandato que contiene, en el caso la duración de la aplicación del incremento para ciertas actividades individualizadas en la Ley 12.576 (Impositiva para el año 2001). Del texto legal transcripto se extrae una situación objeto de regulación –incremento del treinta por ciento (30%)– durante determinado período de tiempo, con un comienzo (“... a partir del anticipo con vencimiento durante el mes de agosto de 2001 ...”) y un fin (“... hasta la finalización del proceso de reforma y reestructuración del impuesto ...”), por lo cual no debiera abrigar dudas lo concerniente a su vigencia.

Que en nuestro entendimiento, la ausencia de mención expresa acerca de la continuidad del incremento en la Ley Impositiva 12.879, para el año 2002 (B.O.: 20 al 22/5/02), no puede ser interpretada en un sentido derogatorio del art. 36 de la Ley 12.727. Ello por cuanto, si bien la norma mencionada poseía claramente un vigencia temporal, la misma no se encontraba limitada al período fiscal en el cual regía la Ley 12.576, sino hasta la finalización del proceso de reforma y reestructuración del impuesto sobre los ingresos brutos). Evidentemente, tal particularidad permite afirmar la permanencia y durabilidad de la norma hasta tanto acontezca el hecho al que fue subordinada su vigencia. Sólo una norma posterior –de idéntico rango constitucional– podría alterar, modificar, sustituir o derogar el elemento temporal en cuestión, siendo preciso destacar que tal circunstancia no ha ocurrido, desde que no se observa ninguna regla legal expresa ulterior que haya venido a provocar una mutación de la perdurabilidad del incremento impositivo establecido por el art. 36 de la Ley 12.727. Por el contrario, si el legislador se ha visto en la necesidad de incorporar alguna mención respecto de este incremento en leyes impositivas posteriores ha sido consecuencia de haberse mutado parcialmente el alcance de la norma, sea por la exclusión de determinadas actividades o por la elevación en la condición objetiva de su aplicación (vg. Leyes 13.003, 13.155, 13.297, 13.113, 13.242 y 13.713), aunque en todos los casos se efectúa una expresa referencia al art. 36 de la Ley 12.727.

Que como consecuencia de lo expuesto no resulta aceptable que se considere que la sanción de la Ley 12.879 ha implicado la derogación tácita del art. 36 de la Ley 12.727. Así las cosas, el dictado de las leyes impositivas (“leyes de recursos”, en la terminología de la Constitución de la provincia de Buenos Aires –arts. 103, inc. 2, y 144, inc. 16–) tiene por finalidad primordial establecer el porcentaje de alícuotas aplicables y otros elementos cuantitativos de las obligaciones fiscales para cada uno de los impuestos regulados en el Código Fiscal y resulta una exigencia derivada también del citado ordenamiento –arts. 143; 151, incs. j), n), ñ), o) y r); 179; 180, incs. g) y q); 184; 193; 195; 196; 199; 200; 205; 215; 224; 225; 229; 241; 260 y 274, incs. 8, 28, 29; 48; 281; 283; 289; y 290 del Código Fiscal, t.o. en 2004–. La aplicación de sus prescripciones es de frecuencia anual, es decir que cada año el legislador expresa su decisión en lo relativo al nivel de imposición de cada uno de los recursos tributarios a recaudar, en consonancia con la anualidad de la ley de presupuesto.

Que para el año 2001 fue la Ley 12.576 la norma que fijó los ya indicados factores cuantitativos. Por su parte, el incremento tributario dispuesto por el art. 36 de la Ley 12.727 fue establecido para un universo determinado de contribuyentes, acotado a quienes hubieran alcanzado en el año anterior un determinado monto de impuesto a liquidar pesos doscientos mil ($ 200.000). Para el resto, continuaba rigiendo el nivel de imposición derivado de la Ley Impositiva 12.576. Con la aprobación de la Ley Impositiva para el año 2002 (12.879), no se advierte colisión alguna con relación a lo establecido en el art. 36 de la Ley 12.727. En efecto, la Ley 12.879 reproduce, en lo sustancial, el contenido y los niveles de tributación ya consagrados en años anteriores (también en el año 2001 por la Ley 12.576), por lo cual su aplicación, en el curso del año 2002, juntamente con la Ley 12.727 se observa armónica y congruente, siendo que lo ordenado por el art. 36 de la Ley 12.727 se encuentra reservado para cierta categoría de contribuyentes (a quienes les hubiera correspondido liquidar un gravamen de determinado monto en un período anterior). No se trata entonces, en la especie, de aplicar ultractivamente la Ley 12.576 (Impositiva del año 2001) y el incremento de la Ley 12.727, conjuntamente, en el año 2002, produciéndose con ello un efecto abrogatorio de la Ley 12.879 (Impositiva 2002), como afirma el accionante, sino de considerar –en dicho período– lo previsto en esta última, esto es los niveles de alícuotas establecidos por ella, con más el mandato del incremento instituido por el art. 36 de la Ley 12.727, por resultar ambas normas absolutamente compatibles. En definitiva, en este punto se concluye que no se vislumbra un supuesto de derogación tácita del art. 36 de la Ley 12.727, toda vez que no media una “verdadera incompatibilidad”, sustentado ello en los términos de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia (Fallos 214:189; 221:102; 226:270; 260:62; 305:353; 315:1.274; 319:2.594).

Que consecuentemente el agravio debe ser desestimado, lo que así se declara.

Que con relación a los ingresos obtenidos por la firma como consecuencia de los ingresos derivados del contrato de prestación de servicios de transferencia de know how y asistencia técnica celebrado con la firma Opportrans Concessao Metroviaria S.A de Brasil, debe adelantarse que la prueba producida en autos determina la improcedencia del ajuste realizado respecto del tópico. En este aspecto, no puede soslayarse que el contrato de mención, conforme la copia certificada y traducida agregada en estas actuaciones, evidencia que se trata de una asistencia técnica y transferencia de know how por parte de “Trenes de Buenos Aires” a la compañía extranjera. Las obligaciones de “Trenes de Buenos Aires S.A.” emergen de la cláusula cuarta y se vinculan con la presentación de estrategias y planes de acción con relación a diferentes áreas de actuación de la contraparte. Específicamente, el pto. 4.4 dispone que la presentación de las estrategias y planes de acción se realizará en reuniones trimestrales en la sede de la firma extranjera, es decir Río de Janeiro, República Federativa del Brasil. Por su parte, el pto. 4.6 fija la obligación del contribuyente de mantener en Río de Janeiro como mínimo durante los seis primeros meses de vigencia del contrato un especialista en operaciones con experiencia en gestión y operación de grandes sistemas de transporte subterráneo y un ingeniero con experiencia en sistemas de señalización, despacho de trenes y comunicaciones.

Que en ese orden, no se aprecia la existencia de conexión territorial alguna entre la actividad ejercida y la provincia de Buenos Aires. Sabido es que el Código Fiscal vigente establece que se encuentran alcanzados por el impuesto exclusivamente el ejercicio habitual y a título oneroso en jurisdicción de la provincia de Buenos Aires (art. 156). Dicha norma debe necesariamente complementarse con lo dispuesto en el art. 1 del Convenio Multilateral del 18/8/77, que comprende las actividades que se ejercen por un mismo contribuyente en una, varias o todas sus etapas en dos o más jurisdicciones, pero cuyo ingresos, por provenir de un proceso único, económicamente inseparable, deben atribuirse conjuntamente a todas ellas.

Que por su parte el Informe D.T.T. 145/03 producido por la Dirección de Técnica Tributaria de la Dirección Provincial de Rentas, que se cita como fundamento del acto impugnado, establece que debe entenderse por exportación de servicios la actividad de prestación de un servicio que se efectúa en este territorio pero se destina a una unidad política distinta a la nuestra, ya sea por su utilización económica, el domicilio o residencia del receptor, la ubicación de los bienes sobre los cuales se efectúa, o por otras circunstancias.

Que de lo expuesto en el informe que antecede y la naturaleza de las obligaciones asumidas por el vínculo contractual reseñado, surge con evidencia que no cabe considerar la existencia de una “exportación de servicios” cuando con independencia del lugar físico en el que se genere el diseño de las estrategias y los planes de acción, su presentación –tal es el objeto del contrato– debe necesariamente efectuarse en la ciudad de Río de Janeiro.

Que en nada modifica la antes expuesto la circunstancia que se encuentren involucrados trabajadores dependientes de la firma contribuyente, cuyos salarios se liquiden en la jurisdicción provincial, en la medida que ello no puede llevar a desnaturalizar el objeto del contrato cuyo ingresos pretenden gravarse con el tributo.

Que por el expuesto cabe hacer lugar al agravio impetrado y revocar parcialmente la resolución recurrida, debiendo proceder la autoridad de aplicación a descontar las sumas correspondientes a los ingresos percibidos por este concepto, lo que así se declara.

Que en cuanto al agravio relativo a los intereses aplicados a través de la resolución en crisis, debe también adelantarse que el mismo no puede prosperar. En efecto, se advierte que el Código Fiscal ha establecido los intereses resarcitorios (art. 75 del Código citado, t.o. en 1996, 1999 y cs. anteriores –actual art. 86, t.o. en 2004–). Dicha norma legal dispone que: “La falta total o parcial de pago de las deudas por impuestos, tasas, contribuciones u otras obligaciones fiscales, así como también las de anticipos, pagos a cuenta, retenciones, percepciones y multas, que no se abonen dentro de los plazos establecidos al efecto, devengará sin necesidad de interpelación alguna, desde sus respectivos vencimientos y hasta el día de pago, de pedido de facilidades de pago o de interposición de la demanda de ejecución fiscal, un interés mensual acumulativo que no podrá exceder, en el momento de su fijación, el de la tasa vigente que perciba el Banco de la Provincia de Buenos Aires en operaciones de descuento a treinta días incrementadas hasta en un ciento por ciento (100%) y que será establecido por el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Economía ...”.

Que de la norma transcripta surge que dichos accesorios se devengan desde el vencimiento de las obligaciones fiscales en cuestión. En relación con la constitución en mora del contribuyente cabe puntualizar que es necesario la concurrencia de los elementos formal y subjetivo, debiendo el sujeto obligado demostrar la inimputabilidad. El mentado elemento formal está configurado por el mero vencimiento del plazo estipulado, es decir se establece la mora automática. Este concepto de automaticidad de la mora tiene sustento en que la obligación de abonar los intereses resarcitorios se “... devengará sin necesidad de interpelación alguna ...” (art. 75 cit. y su concordante del t.o. en 2004). El elemento subjetivo se refiere a la inimputablidad del deudor. Este, para eximirse de las responsabilidades derivadas de la mora, debe probar que la misma no le es imputable (vg. caso fortuito, fuerza mayor, culpa del acreedor), lo cual torna admisible la doctrina de la excusabilidad restringida. Es decir, la ponderación del referido elemento subjetivo da lugar a la exoneración del contribuyente deudor en el punto que logre probar que la mora no le es imputable, circunstancia que, a pesar de las particularidades del caso, no ha sido demostrada en autos (conf. Sala III, “Cimaq S.R.L.”, de fecha 15/8/01, Sala II, “Tren de la Costa S.A.” del 5/12/02, y más recientemente esta Sala III, in re, “Micromar S.A. de Transporte s/concurso preventivo” del 14 de abril de 2005, Registro 557).

Que en sentido concordante la Corte Suprema de Justicia de la Nación al sentenciar la causa “Citibank N.A. c/D.G.I.” (1/6/00), en referencia al régimen nacional en la materia, análogo al establecido en el Código Fiscal de la provincia, dijo: “Al respecto cabe poner de relieve que si bien en el precedente, Fallos 304:203, el Tribunal estableció que resulta aplicable la última parte del art. 509 del Código Civil –que exime al deudor de las responsabilidades derivadas de la mora cuando ésta no le es imputable–, las particularidades del derecho tributario –en cuyo campo ha sido consagrada la primacía de los textos que le son propios, de su espíritu y de los principios de la legislación especial, y con carácter supletorio o secundario los que pertenecen al derecho privado (art. 1 de la Ley 11.683, t.o. en 1998, y Fallos 307:412, entre otros)– que indudablemente se reflejan en distintos aspectos de la regulación de los mencionados intereses (Fallos 308:283; 316:42 y 321:2.093), llevan a concluir que la exención de tales accesorios con sustento en las normas del Código Civil queda circunscripta a casos en los cuales circunstancias excepcionales ajenas al deudor –que deben ser restrictivamente apreciados– han impedido a éste el oportuno cumplimiento de su obligación tributaria. Es evidente entonces que la conducta del contribuyente que ha dejado de pagar el impuesto –o que lo ha hecho por un monto inferior al debido– en razón de sostener un criterio de interpretación de la ley tributaria sustantiva distinto del fijado por el órgano competente para decidir la cuestión, no puede otorgar sustento a la pretendida exención de los accesorios, con prescindencia de la sencillez o complejidad que pudiese revestir la materia objeto de controversia. Ello es así, máxime si se tiene en cuenta que, como lo prescribe la ley en su actual redacción y lo puntualizó la corte, en otros precedentes, en el ya citado de Fallos 304:203 se trata de la aplicación de intereses resarcitorios, cuya naturaleza es ajena a la de las normas represivas”.

Que en otro orden, tal como surge expresamente de la norma legal citada, el poder ejecutivo de la provincia de Buenos Aires, a través del Ministerio de Economía, sólo procede a fijar la tasa de interés aplicable, dentro del marco que le establece la norma, no pudiendo considerarse que tal circunstancia vulnere el principio de legalidad imperante en materia tributaria.

Que, asimismo, debe señalarse que la aplicación del límite previsto en el art. 19 de la Ley 24.522 resulta una materia que deberá dirimir el juez del concurso, exorbitando la competencia de esta Alzada.

Que por su parte la eventual vulneración del principio de razonabilidad derivado de la fijación de dichas tasas de interés resulta materia ajena a la competencia del Cuerpo, en la medida que obliga a pronunciarse acerca de la constitucionalidad en el ejercicio de la potestad reglamentaria delegada. (Conf. arts. 12 del Código Fiscal y 14 del Dto.-Ley 7.603/70, anteriormente citados). Por ende, el agravio debe ser desestimado, lo que así se declara.

Que habiendo sido confirmado parcialmente el ajuste impositivo producido por la Dirección Provincial de Rentas, con relación a la multa por omisión que se le impusiera a la firma de marras fijada en el diez por ciento (10%) del monto del impuesto dejado de oblar, en concordancia con el art. 52 del Código Fiscal, esta Sala ha sostenido que la conducta punible consiste en no pagar o pagar en menos el tributo, concretándose la materialidad de la infracción en la omisión de tributo (doctrina de autos “Supermercado Mayorista Makro S.A.” de fecha 8/2/01). En materia de subjetividad se exige un mínimo, posibilitándose la demostración de un error excusable de hecho o de derecho (cfr. art. 53 del C.F. –t.o. en 2004 y cs. de años anteriores–), correspondiendo al contribuyente probar la ausencia del elemento subjetivo. En igual sentido, T.F.N., 31/8/61, “Laboratorios de Electroquímica Médica”, L.L. 105- 22, siendo también la opinión de la doctrina mayoritaria. Así, se ha sostenido: “... únicamente se diferencia de la defraudación, en la inexistencia del factor intencional (dolo) ...” (Carlos M. Giuliani Fonrouge, obra actualizada por Susana Camila Navarrine y Rubén Oscar Asorey, “Derecho financiero”, Ed. 1997, V. II, págs. 753 y ss.).

Que en cuanto al error excusable alegado por el recurrente, tal como lo resolviera la Sala I de este Tribunal en “Río de La Plata S.A. Transporte de Pasajeros” –de fecha 18/3/04, Registro 216–, el que resulta análogo al presente, respecto de los conceptos por los cuales la determinación practicada se confirma, es de destacar que nos encontramos en presencia de esos casos límites de la interpretación y aplicación de la ley fiscal. En el sub lite no se advierte una actitud por parte de la firma de intentar eludir la obligación impositiva a su cargo y, asimismo, atento la disparidad de criterios que se sustentaron los diferentes precedentes jurisprudenciales emanados de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, los efectos de la tributación se derivan de una construcción interpretativa.

Que idénticas consideraciones deben realizarse respecto del incremento alicuotario establecido por el art. 36 de la Ley 12.727 y su vigencia para el período fiscal 2002.

Que lo expuesto permite tener por configurada la eximente del error excusable prevista en el ordenamiento fiscal. Consecuencia de ello y analizada la conducta de la empresa con los elementos necesariamente integrativos de la figura en análisis, se arriba a la convicción que se encuentra mérito para dejar sin efecto la multa aplicada, lo que así se declara. (Conf. T.F.A. –B.A.–, Sala I, “Esso Sapa”, sentencia del 10/5/01).

Que entrando a considerar la responsabilidad solidaria atribuida, corresponde recordar que el art. 18 del Código Fiscal (t.o. en 2004 y sus cs. anteriores) dispone que: “Se encuentran obligados al pago de los gravámenes, recargos e intereses, como responsables del cumplimiento de las obligaciones fiscales de los contribuyentes –en la misma forma y oportunidad que rija para éstos– las siguientes personas: ... 2. Los integrantes de los órganos de administración, o quienes sean representantes legales, de personas jurídicas, civiles o comerciales; asociaciones, entidades y empresas, con o sin personería jurídica ...”. A su turno, el art. 20, agrega que “Los responsables indicados en los arts. 18 y 19 responden en forma solidaria e ilimitada con el contribuyente por el pago de los gravámenes. Se eximirán de esta responsabilidad solidaria si acreditan haber exigido de los sujetos pasivos de los gravámenes los fondos necesarios para el pago y que éstos los colocaron en la imposibilidad de cumplimiento en forma correcta y tempestiva –asimismo, los responsables lo serán por las consecuencias de los actos y omisiones de sus factores, agentes o dependientes–. Idéntica responsabilidad les cabe a quienes por su culpa o dolo faciliten u ocasionen el incumplimiento de las obligaciones fiscales. Si tales actos además configuran conductas punibles, las sanciones se aplicarán por procedimientos separados, rigiendo las reglas de la participación criminal previstas en el Código Penal –el proceso para hacer efectiva la solidaridad deberá promoverse contra todos los responsables a quienes, en principio, se pretende obligar, debiendo extenderse la iniciación de los procedimientos administrativos a todos los involucrados conforme este artículo–”.

Que del análisis de los artículos precedentemente transcriptos surge la responsabilidad solidaria de los sujetos integrantes del órgano de administración de la firma respecto del cumplimiento del tributo exigido a los contribuyentes y sus accesorios.

Que en el presente no se encuentra sometido a debate la condición societaria revestida por los sujetos cuya responsabilidad ha sido establecida, sino que su cuestionamiento se direcciona hacia la aplicabilidad de la normas legales que establecen su extensión de responsabilidad con el contribuyente por el pago de los gravámenes determinados, sus accesorios y la multa impuesta.

Que como ya lo ha expresado este Tribunal, a quienes administran o disponen de los fondos de los entes sociales alcanza la responsabilidad por los hechos u omisiones en que incurriesen, derivando de su conducta la solidaridad con los deudores de los gravámenes que establece la ley (“Coop. Agraria de Las Flores Ltda.”, sentencia del 18/3/97; entre muchas otras) y que al Fisco le basta con probar la existencia de la representación legal o convencional, pues probado el hecho se presume en el representante facultades con respecto a la materia impositiva, en tanto las obligaciones se generen en hechos o situaciones involucradas con el objeto de la representación; por ende, en ocasión de su defensa el representante que pretende excluir su responsabilidad personal y solidaria deberá aportar elementos suficientes a tales fines (T.F.N., Sala C, “Molino Cañuelas S.A.”, del 16/11/98).

Que debe tenerse presente que el obrar de sus representados se ejerce por ellos mismos, como bien se encuentra establecido en el art. 20 del Código Fiscal –t.o. en 1999– y son los propios sujetos a quienes se atribuye responsabilidad por la deuda ajena los que deberán demostrar que su representada los ha colocado en la imposibilidad de cumplir correcta y oportunamente con sus deberes fiscales y la demostración de haber exigido los fondos necesarios para el pago o probar la concurrencia de alguna causal exculpatoria.

Que en tal sentido cabe recordar que la responsabilidad solidaria tiene un fundamento fiscal y responde a la necesidad de resguardar el crédito tributario y, conforme expresa Giannini, “extender la obligación tributaria a personas que, por no encontrarse con el presupuesto del tributo en la relación preestablecida, no revisten la figura de sujetos pasivos del impuesto, son de carácter meramente fiscal y responden a la necesidad de hacer más fácil o más segura la recaudación del tributo” (Giannini Achille Donato, “Istituzioni di diritto tributario”, Giufré Milano, año 1972, pág. 133).

Que respecto de la solidaridad fiscal manifiesta Villegas que “es común en derecho tributario que cuando dos o más personas están obligadas a satisfacer una misma pretensión fiscal, su responsabilidad es solidaria, esto es, que la totalidad de la prestación pueda ser exigida a cualquiera de ellas indistintamente. La legislación tributaria argentina ha admitido este concepto en forma unánime”. (“Curso de finanzas, derecho financiero y tributario”; Villegas; pág. 156).

Que a su vez la Corte Suprema de Justicia de la Nación se ha expedido sentando que “el Estado con fines impositivos tiene la facultad de establecer las reglas que estime lícitas, eficaces y razonables para el logro de sus fines tributarios, sin atenerse a las categorías o figuras del derecho privado, siempre que éstas no se vean afectadas en la esfera que le es propia (Fallos T. 251, 299), tesis también abonada por la Suprema Corte de la provincia de Buenos Aires en numerosas sentencias”.

Que por otra parte esta tesitura no prescinde de evaluar subjetivamente la conducta de los sujetos implicados, sino que –precisamente– acreditada su condición de administrador de los bienes del contribuyente resultaba carga de dichos sujetos desvirtuar la presunción legal que pesa sobre ellos, en cuanto su condición de miembros del Directorio de la firma y las responsabilidades inherentes a tales funciones, no aportándose ningún elemento atendible a fin de tener por configurada la eximente prevista en el artículo citado del Código Fiscal.

Que dicha circunstancia determina la suerte adversa del planteo realizado. De ese modo surge en forma expresa la responsabilidad solidaria respecto de los que administran o dispongan de los bienes de los contribuyentes, en cuanto al pago de los gravámenes y sus accesorios.

Que con relación al carácter subsidiario de la responsabilidad este Cuerpo ha establecido en autos “Frigorífico del Sud Este S.A.”, Sala II, de fecha 5/10/00, “que hay solidaridad tributaria cuando la ley prescribe que dos o más sujetos pasivos quedan obligados al cumplimiento total de la misma prestación, razón por la cual el Fisco acreedor tiene facultad de exigir a una cualquiera de ellos la totalidad de la deuda”.

Que a ello debe agregarse que dicho temperamento no emerge de las normas legales aplicables a la especie, por medio de las cuales se ha establecido la existencia de un co-deudor solidario sin beneficio de excusión, luego de la reforma operada al Código Fiscal por imperio de la Ley 11.796, vigente desde el 26 de junio de 1996.

Que esta Sala tiene dicho “... Que en este tramo de la cuestión no habrá de soslayarse que en razón de las disimilitudes esenciales entre la legislación nacional y la provincial en la temática que se trata no resulta procedente la aplicación analógica o extensiva de doctrina o precedentes jurisprudenciales elaborados en torno a normativa diversa de la local ... ” (sentencia del 25/3/03 en autos “Correo Argentino S.A.”).

Que, asimismo, corresponde señalar que esta Sala, en sentido corroborante, ha señalado en autos “Cimaq S.A.”, de fecha 15/8/01, que: “es inconducente discurrir si la Ley 19.550 de Sociedades Comerciales adoptó o no la doctrina organicista, invocada por el recurrente, toda vez que la norma aplicable al caso de autos es el Código Fiscal que en forma taxativa legisla sobre el instituto de la responsabilidad solidaria en materia de derecho tributario (arts. 17, 20 y 54 –t.o. en 1996 y cs. años anteriores), dentro de las facultades constitucionales propias en esta materia retenidas por las provincias, en igual sentido la doctrina de los Dres. Dino Jarach ‘Curso superior de derecho tributario’, Liceo Profesional, CIMA Bs. As. 1969, págs. 288 y 289, Carlos Giuliani Fonrouge y José O. Casas, entre otros”.

Que finalmente cabe reiterar que este Tribunal carece de competencia para pronunciarse respecto a la invalidez constitucional alegada, tal como se ha establecido este Cuerpo en reiteradas oportunidades (Sala II en “Coomarpes Ltda.” del 20/12/00; Sala III en “D.P.R. D.R. Papajet S.R.L.” del 25/4/01; Sala I en “Ficamar S.A. del 14/12/01, Registro 14, y en “Adix S.A.” del 7/6/01, T.F.A. (P.B.A.), Sala III; entre otras) toda vez que tales planteos exorbitan el ámbito de competencia de este Tribunal fiscal, en la medida en que el recurrente no invoca –ni se han producido– precedentes de la Corte Suprema de Justicia de la Nación ni de la Suprema Corte de Justicia de esta provincia, en que se hubiere declarado la inconstitucionalidad de tales normas, único supuesto que lo habilitan a emitir un pronunciamiento en tal sentido (art. 12 del Código Fiscal, t.o. en 2004, y art. 14 del Dto.-Ley 7.603/70 y sus modificatorias).

Que por ello corresponde desestimar el agravio traído, lo que así se declara.

Que con relación a las defensas especiales articuladas respecto de la situación de algunos de los sujetos cuya responsabilidad ha sido establecida, debe puntualizarse que la asiste razón parcialmente al apelante. De este modo, surge de las constancias de autos que los Sres. Doce Portas, Calderón y García fueron designados como directores titulares de la firma en la asamblea general ordinaria celebrada el día 6 de setiembre de 2002 (ver copia certificada obrante a fs. 1.432/1.433). Asimismo, en la reunión de Directorio celebrada en la misma fecha, el Sr. Calderón asumió la función de vicepresidente (ver f. 1.451). No obstante ello, no surge probado en autos que el Sr. Doce Portas recién haya comenzado su desempeño el día 17 de setiembre de 2002, en la medida que en el acta obrante en copia certificada a f. 1.451 se consigna que la distribución de cargos en el Directorio se habría realizado por unanimidad de los presentes y con abstención de los interesados. Asimismo, debe puntualizarse que el Sr. Doce Portas, desde el momento de su elección quedó envestido de todas las facultades y deberes inherentes a su condición societaria, por lo que mal podría pretender limitar su responsabilidad por su unilateral decisión de no participar en las reuniones de Directorio.

Que consiguientemente corresponde revocar parcialmente el art. 6 de la resolución impugnada, limitándose la responsabilidad solidaria e ilimitada atribuida a los Sres. Calderón, Doce Portas y García, por los períodos posteriores al 6 de setiembre de 2002, lo que así se declara.

Que con relación a la situación del Sr. Romani, el mismo fue elegido como director suplente en la asamblea general ordinaria de fecha 6 de setiembre de 2002. Posteriormente, como consecuencia de la renuncia presentada por la Sra. Silvia Emilce López, se convoca el 27 de setiembre de 2002 a asamblea general ordinaria, a los fines de considerar la misma y proceder a la designación de un director suplente, la que se programa para el 4 de noviembre de 2002 (ver f. 1.456). No obstante ello, en la misma fecha se establece una nueva composición del Directorio, incorporando al Sr. Romani como director titular, debiendo quedar limitada su responsabilidad a partir de dicha fecha. En este supuesto, tampoco posee incidencia alguna en la especie la decisión del sujeto de comenzar su participación en el órgano de conducción, con posterioridad a dicho momento, en la medida que desde su designación le resulta imputable la responsabilidad fiscal que le ha sido atribuida. Ello por cuanto no se acredita en modo alguno, ninguna circunstancia que permita diferir en el tiempo el momento en que nacieron los deberes y obligaciones inherentes al cargo para el cual fue designado.

Que por ello debe también revocarse parcialmente el art. 6 de la resolución impugnada, dejándose establecido que la responsabilidad del Sr. José Romani es por los períodos posteriores al 27 de setiembre de 2002, lo que así se declara.

Voto de la Dra. Mónica Viviana Carné: que comparto las conclusiones a las que arriba la vocal que me precede en el voto, aunque quiero dejar expresado mi posición en cuanto al tratamiento derivado de los ingresos en relación al contrato de “Prestación de servicios de transferencia de know how y de asesoramiento técnico” celebrado con fecha 22/1/98, que se ratifica con fecha 24/7/98 (así denominado según la copia traducida que obra a fs. 1.487/1.498 de las actuaciones).

Que de tal instrumento puede extraerse: que la apelante se compromete a brindar asistencia técnica como operadora de subterráneos y a transferir su know how en la operación, mantenimiento, comercialización, administración y conservación de servicios de transporte subterráneo respecto de la firma Opportrans Conscessao Metroviaria S.A.

Que de la cláusula 4 surge el modo en que se efectiviza tal compromiso por parte de la empresa local. De este modo, T.B.A. se compromete a presentar estrategias y planes de acción al Directorio de la compañía extranjera en diferentes áreas de actuación. Tal presentación (conforme el pto. 4.4) se debe realizar en reuniones trimestrales en la sede de la contratante, es decir, en Río de Janeiro, en la primer semana del trimestre respectivo, en fecha y hora a acordar por las partes. A su turno, T.B.A., se obliga a mantener en Río de Janeiro, como mínimo durante los primeros seis meses de vigencia del contrato, un especialista en operaciones con experiencia en gestión y operación de grandes sistemas de transporte subterráneo, así como también un ingeniero con experiencia en sistemas de señalización, despacho de trenes y señalización (conf. punto 4.6).

Que según el pto. 5.3, la compañía extranjera debe facilitar un lugar adecuado en Río de Janeiro para el cumplimiento por parte de T.B.A. de las obligaciones que asume por este contrato.

Que conforme lo glosado el lugar en donde se ejercerá efectivamente la prestación del servicio vinculada con el contrato en cuestión no es en la provincia de Buenos Aires, ni siquiera en el ámbito territorial de la República Argentina.

Que el perfeccionamiento del hecho imponible del impuesto sobre los ingresos brutos encuentra entre otros condicionamientos, según el art. 156 del Código Fiscal (t.o. en 2004), que el ejercicio habitual y a título oneroso de la actividad se desarrolle en jurisdicción de la provincia de Buenos Aires.

Que sin perjuicio de lo señalado hasta aquí, he de advertir que si bien es cierto que el acto en crisis cita como fundamento para gravar los ingresos en cuestión, el Informe D.T.T. 145/03, cierto es que el mismo trata la prestación de un servicio que se efectúa en este territorio, pero se destina a una unidad política distinta a la nuestra, ya sea por su utilización económica, el domicilio o residencia del receptor, la ubicación de los bienes sobre los cuales se efectúa o por otras circunstancias. Es decir, que sus conclusiones no pueden ser aplicadas al caso por cuanto las situaciones propuestas al análisis no son similares.

Que así dejo expresado mi voto.

Voto de la Dra. Dora Mónica Navarro: que adhiero al voto de la vocal instructora compartiendo los fundamentos ampliatorios introducidos por la Dra. Mónica Viviana Carné.

Por ello,

SE RESUELVE:

1. Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación interpuesto a fs. 1.276/1.317 por el sr. Jorge Alvarez en representación de “Trenes de Buenos Aires S.A.”; y de los sujetos cuya responsabilidad solidaria e ilimitada ha sido establecida, conforme la unificación de personería materializada en las actuaciones.

2. Revocar parcialmente el art. 4 de la Res. 127/06 dictada por la Subdirección de Coordinación Operativa Metropolitana, dependiente de la Dirección Provincial de Rentas de la provincia de Buenos Aires, con el alcance expuesto en el Considerando III de la presente.

3. Dejar sin efecto la multa aplicada en su art. 5 y modificar su art. 6, limitándose la responsabilidad solidaria e ilimitada atribuida a los Sres. Calderón, Doce Portas y García, por los períodos posteriores al 6 de setiembre de 2002 y la del Sr. José Romani, por los períodos posteriores al 27 de setiembre de 2002.

4. Confirmar en todas las restantes cuestiones que han sido materia de agravio la resolución precedentemente mencionada.

Regístrese, notifíquese a las partes y al fiscal de Estado en su despacho. Cumplido, devuélvase.

Fdo.: Dra. contadora Silvia Ester Hardoy, vocal 9ª Nominación; Dra. Mónica Viviana Carné, vocal 7ª Nominación; Dra. Dora Mónica Navarro, vocal 8ª Nominación.

Ante mí: Dr. Eduardo Aníbal Alza, secretario, Sala III.

Registrada bajo el Nº 1.453, Sala III

